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SE CONFIRMA PARCIALMENTE Y MODIFICA
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ESTAFA / SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA / DIFERENCIAS CON LA LIBERTAD CONDICIONAL / REQUISITOS DE CADA UNA / ANÁLISIS DE LA CONCESIÓN DE LA PRIMERA EN UN CASO DE REO AUSENTE.
… con miras a dilucidar lo que es materia de debate, debe decir la Sala que aunque el letrado en el curso de su sustentación reclama la “libertad condicional” a favor de su defendido, lo que se advierte del fallo confutado es que la a quo negó fue el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena al no observar la exigencia contemplada en el canon 63 C.P., por cuanto en su sentir el señor BJDM no cumplía el requisito objetivo amén de la posibilidad que tenía el mismo de continuar con su actividad delictiva.

El letrado encaminó su disenso, equivocadamente desde luego, a sostener el motivo por el cual su defendido cumplía los requerimientos normativos para acceder a la “libertad condicional”, y no obstante que en un principio hizo alusión al contenido en el artículo 63 C.P., ninguna fundamentación elevó al respecto pese a que fue precisamente dicha norma la que tuvo en consideración la a quo para la negación del subrogado.

Es evidente por tanto que el apoderado mezcló esas dos figuras jurídicas que son inconfundibles, porque si bien la finalidad de ambas es la de propender por un beneficio liberatorio supeditado al cumplimiento de unas exigencias durante un período de prueba so pena de su revocatoria, operan en estadios diferentes y son en su esencia bien diversas. (…)
… la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional debe resolverse en el instante mismo en que se profiere la sentencia de condena, y para tal efecto se deben tener en consideración las exigencias aludidas en el artículo 63 C.P.; en tanto que la libertad condicional es un instituto que se aplica a quien ya fue condenado y se encuentra privado de su libertad en establecimiento carcelario o en su residencia, lo que a la hora de ahora no ha sucedido pese a la orden de captura librada en el presente asunto. (…)
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    Pereira, diecisiete (17) de abril de dos mil veinte (2020)
  ACTA DE APROBACIÓN No 332
  SEGUNDA INSTANCIA

	Acusado: 
	BJDM

	Cédula de ciudadanía:
	78´075.580 expedida en Lorica (Córdoba)

	Delito:
	Estafa 

	Víctima:
	Gloria Stella Bolaños Álvarez

	Procedencia:
	Juzgado Penal Municipal con función de conocimiento de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Defensa contra la sentencia condenatoria de fecha agosto 01 de 2018. SE MODIFICA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Hechos y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se puede sintetizar así:

1.1.- De los hechos plasmados en el escrito acusatorio se desprende que los mismos fueron dados a conocer mediante querella formulada por GLORIA STELLA BOLAÑOS ÁLVAREZ, quien sostuvo haber contratado con un señor que dijo llamarse ANDERSON AYA, vía internet, el alquiler de una casa ubicada en la segunda ensenada de Coveñas (S.), a cinco minutos del hotel Punta de Piedras, para el período comprendido entre el 27 y el 30 de marzo de 2013. Para el efecto consignó dos cuotas por la suma de $1’200.000.oo a la cuenta de ahorros a nombre de BJDM, y a cambio recibió por correo electrónico un contrato de prestación de servicios. Aunque posteriormente trató de contactarlo telefónicamente y por vía electrónica, no fue posible y se estableció que la dirección de la cabaña era falsa.

1.2.- Como consecuencia de lo anterior, una vez desarrollado el programa metodológico de investigación, y al no lograrse la ubicación del señor BJDM, fue declarado persona ausente (marzo 06 de 2018) por el Juzgado Segundo Civil Municipal con función de control de garantías de Santa Rosa de cabal (Rda.), y en esa misma fecha la Fiscalía por intermedio de su apoderado le corrió traslado del escrito de acusación, bajo las reglas del artículo 536 C.P.P. adicionado por el art. 13 de la Ley 1826/17, en el cual se le endilgaron cargos a la persona identificada como BJDM, en calidad de autor en el punible de estafa de conformidad con lo consignado en el inciso 3º del artículo 246 C.P.

1.3.- En virtud de lo anterior, el asunto le fue asignado al Juzgado Único Penal Municipal con función de conocimiento de Santa Rosa de Cabal (Rda.), estrado donde se llevaron a cabo las audiencias concentrada (junio 26 de 2018) y de juicio oral (julio 17 de 2018), al cabo del cual se emitió un sentido de fallo de carácter condenatorio. En agosto 1º de 2018 se dictó la respectiva sentencia, en la que: (i) se declaró penalmente responsable a BJDM por el delito de estafa, y se le impuso pena privativa de la libertad equivalente a 21 meses y multa de 15 s.m.l.m.v.; (ii) igualmente se le impuso la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término de la pena principal; y (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con la consiguiente orden de captura en su contra.
1.4.- Los fundamentos que tuvo en consideración la a quo para llegar a tal determinación, los hizo consistir en que con las pruebas arrimadas al juicio se logró establecer la responsabilidad del acusado en la ilicitud, lo cual sustenta en los dichos de la víctima quien narró la situación acaecida y con quien se introdujeron al plenario las consignaciones que efectuó en dos oportunidades a la cuenta de BJDM, así como el contrato respectivo, sin que luego de ello hubiera podido volver a contactarse con el citado personaje, ni mucho menos recuperado su dinero; además de acreditarse que el acusado fue quien abrió tal cuenta en Bancolombia, que le pertenece el abonado al cual se comunicó la víctima, y así mismo, con las pruebas periciales se logró establecer cabalmente su identidad.
Estima que en este asunto se dan los elementos de la descripción típica de la estafa, en tanto el medio para lograr el engaño fue la página de internet, desde donde se le ofreció el servicio turístico a la afectada, quien a la vez se contactó con la persona que supuestamente manejaba la agencia turística quien le remitió la cuenta donde debía consignar los dineros. Pero previo a ello entabló comunicación con el señor BJDM, quien le dio tranquilidad respecto a que se trataba del mismo negocio y que él confirmaría los recibos de pago, como así se dio, estableciéndose la apropiación de ese dinero por parte de este y no de otro sujeto, en tanto la cuenta de ahorros se abrió a su favor y sus huellas fueron cotejadas con las de la Registraduría, sin que después de haber recibido esas cantidades volviera a contestar el teléfono, y sin que a la fecha se sepa de su paradero.

A la víctima se le ocasionó un perjuicio, en tanto señaló que al desplazarse a Coveñas (S.) con su familia, dicho sitio no existía, y debieron buscar otro lugar en el cual alojarse con lo que ello implicaba, por lo que no solo se generó un agravio por la apropiación, sino a consecuencia de las restantes acciones que debió emprender la querellante y sus acompañantes en ese momento.
1.4.- La defensa no estuvo conforme con tal proveído y manifestó que interpondría recurso de apelación en forma escrita.
2.- Debate
2.1.- Defensa -recurrente-

Muestra su disenso únicamente en lo atinente a la no concesión de la “libertad condicional” de su defendido, y lo sustenta en lo siguiente:
La a quo realiza el estudio de la gravedad de la conducta de conformidad con el canon 63 C.P., y deduce que no cumple el requisito subjetivo en cuanto a la continuidad de la actividad delictiva. Esgrime que deben distinguirse dos momentos donde se hace la valoración de la gravedad de la conducta: (i) en la sentencia donde se formula el reproche y se impone la sanción con la cual se estiman cumplidos los fines del artículo 4 C.P.; y (ii) en la fase de ejecución de la pena, donde se vela que la condena cumpla los fines del tratamiento penitenciario.

Su defendido fue condenado a 21 meses de prisión, y se le negó tal beneficio, cuando para ello solo se requería que superara los presupuestos del art. 63 C.P., los que en este caso estaban dados para su concesión. Y aunque la a quo considera que el acusado puede continuar con su actividad delictiva, la realidad enseña que según el principio de favorabilidad debe aplicarse la sanción más benévola, esto es, la “libertad condicional” (sic) en aras de limitar lo menos posible tal derecho fundamental.

Es del criterio que el fallador debe realizar un análisis objetivo y subjetivo sobre las condiciones nuevas y personales del condenado para determinar si se hace necesario que sea recluido intramuros, en tanto como lo ha decantado la Corte Constitucional la medida cautelar debe ser excepcional, y en este caso están dados los presupuestos para que se le conceda la “libertad condicional” (sic), ya que su accionar no puede tildarse como peligroso.

Frente al aspecto subjetivo, estima que también se cumple, por cuanto en su sentir el procesado puede ser útil a la sociedad, sin que su accionar sea de aquellos que ponen en peligro a la comunidad, y es una persona que puede resocializarse porque no ha cometido delito posterior, al menos conocido, y no puede pensarse que en la actualidad sea un individuo no readaptable; además que debe tenerse en consideración su buena conducta, y por ende se le puede otorgar el beneficio reclamado al concurrir las circunstancias personales, laborales, familiares y sociales que permiten deducir que no pondrá en riesgo a la comunidad.

Pide en consecuencia que se realice una nueva valoración de la conducta que permita catalogarla como no grave, y se concluya que su representado es merecedor de la “libertad condicional” (sic), como quiera que el funcionario al momento de analizar los subrogados debe tener presentes todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas en la sentencia de condena, tanto favorables como desfavorables. 
Reclama en consecuencia que se revoque el fallo únicamente en lo atinente a la no concesión de la “libertad condicional” (sic).

2.2.- Fiscal -no recurrente-
Comparte la decisión proferida por la funcionaria de primer nivel y al respecto expone:

Luego de hacer alusión a lo referido por el recurrente, considera que el procesado nunca asistió a las audiencias, se declaró persona ausente y por ende no cumplió con uno de los fines constitucionales como es el de asegurar su comparecencia para el acatamiento de la pena impuesta; y estima, acorde con la a quo, que en este caso si bien se satisfacen los presupuestos objetivos del canon 63 C.P., también se debe acreditar el aspecto subjetivo señalado en el inciso 2º de la mencionada normativa.

Aunque el señor BJDM no tiene antecedentes penales, la sentenciadora estableció que la conducta por él desplegada es grave, amén de la modalidad en la que incursionó, lo que hace pensar que representa un peligro para la comunidad dado el engaño que utilizó y que potencialmente podría llegar a afectar al conglomerado en general, a consecuencia de lo cual no cumple el requisito subjetivo para otorgar el beneficio que reclama.

2.3.- Debidamente sustentada la apelación, la funcionaria de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 
3.- Para resolver, SE CONSIDERA
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer, si la determinación de primera instancia en cuanto no concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena al sentenciado estuvo ajustada a derecho y hay lugar a su confirmación; o si, por el contrario, no se atinó al momento de hacer el análisis del presupuesto subjetivo que contempla el numeral 2º del artículo 63 C.P. y en consecuencia se impone su revocatoria con la consiguiente concesión del beneficio liberatorio deprecado.

3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

En este asunto, por parte del abogado recurrente no se discute lo relativo a la materialidad ni mucho menos a la responsabilidad que fue declarada en cabeza del señor BJDM por el delito de estafa, en tanto su disenso, como así lo indicó en la alzada, va encaminado a que al mismo le sea otorgada la “libertad condicional” (sic), al considerar que se reúnen en el mismo los presupuestos tanto de índole objetivo como subjetivo para su concesión.

En atención al principio de limitación que rige el estudio de la alzada, la Sala únicamente se pronunciará en relación con lo que fue objeto de disenso, sin que sobre señalar que en efecto en la actuación obran elementos de prueba que acorde con el canon 381 C.P.P. permitieron establecer no solo la materialidad sino igualmente la responsabilidad del señor BJDM en el ilícito que le fuera endilgado, frente a lo cual, se itera, ninguna controversia presentó en recurrente, salvo la alusión que hizo en su escrito en el sentido que se analizara nuevamente la responsabilidad de su cliente para establecer “que la conducta por él cometida no era grave”, con miras al otorgamiento del beneficio pretendido.

Ahora  bien, con miras a dilucidar lo que es materia de debate, debe decir la Sala que aunque el letrado en el curso de su sustentación reclama la “libertad condicional” a favor de su defendido, lo que se advierte del fallo confutado es que la a quo negó fue el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena al no observar la exigencia contemplada en el canon 63 C.P., por cuanto en su sentir el señor BJDM no cumplía el requisito objetivo amén de la posibilidad que tenía el mismo de continuar con su actividad delictiva.

El letrado encaminó su disenso, equivocadamente desde luego, a sostener el motivo por el cual su defendido cumplía los requerimientos normativos para acceder a la “libertad condicional”, y no obstante que en un principio hizo alusión al contenido en el artículo 63 C.P., ninguna fundamentación elevó al respecto pese a que fue precisamente dicha norma la que tuvo en consideración la a quo para la negación del subrogado.

Es evidente por tanto que el apoderado mezcló esas dos figuras jurídicas que son inconfundibles, porque si bien la finalidad de ambas es la de propender por un beneficio liberatorio supeditado al cumplimiento de unas exigencias durante un período de prueba so pena de su revocatoria, operan en estadios diferentes y son en su esencia bien diversas.
La suspensión de la ejecución condicional de la pena se encuentra reglada en el canon 63 C.P.  modificado por el artículo 29 de la Ley 170/14, que dispone:

“La ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en sentencia de primera, segunda o única instancia, se suspenderá por un período de dos (2) a cinco (5) años, de oficio o a petición del interesado, siempre que concurran los siguientes requisitos:

1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de cuatro (4) años.

2. Si la persona condenada carece de antecedentes penales y no se trata de uno de los delitos contenidos el inciso 2o del artículo 68A de la Ley 599 de 2000, el juez de conocimiento concederá la medida con base solamente en el requisito objetivo señalado en el numeral 1 de este artículo.

3. Si la persona condenada tiene antecedentes penales por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores, el juez podrá conceder la medida cuando los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado sean indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena.

La suspensión de la ejecución de la pena privativa de la libertad no será extensiva a la responsabilidad civil derivada de la conducta punible.

El juez podrá exigir el cumplimiento de las penas no privativas de la libertad accesorias a esta. En todo caso cuando se trate de lo dispuesto en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política se exigirá su cumplimiento”. –negrillas de la Sala-
En tanto a su turno la libertad condicional está consagrada en el canon 64 ídem, modificado por el artículo 30 de la Ley 1709/14, que establece:
“El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.

3. Que demuestre arraigo familiar y social.

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos los elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del arraigo.

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado.

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo necesario”.

Se desprende lo anterior, que la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional debe resolverse en el instante mismo en que se profiere la sentencia de condena, y para tal efecto se deben tener en consideración las exigencias aludidas en el artículo 63 C.P.; en tanto que la libertad condicional es un instituto que se aplica a quien ya fue condenado y se encuentra privado de su libertad en establecimiento carcelario o en su residencia, lo que a la hora de ahora no ha sucedido pese a la orden de captura librada en el presente asunto.
En este caso en particular, se aprecia que el abogado recurrente reclama a favor de su representado BJDM la “libertad condicional” que en su sentir le fue negada por la funcionaria de primer nivel al estudiar el aspecto subjetivo de la conducta, cuando lo correcto era atacar la no concesión de la suspensión de la ejecución condicional de la pena, que es la que en realidad le ha sido negada.

No obstante tal confusión por parte del apoderado inconforme, considera la Corporación que es obvio que el deseo del litigante es la revocatoria de la negación del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, y que fue en ese sentido que orientó la apelación, aunque lamentablemente hubiese utilizado un término equivocado; con lo cual, la Sala procederá a analizar los requerimientos normativos a los que alude el dispositivo 63 CPP en el caso concreto, y nos los que establece el canon 64 ibidem.

Pues bien, la a quo para considerar si procedía o no tal beneficio, se remitió al estudio de lo reglado en el numeral 2º de artículo 63 C.P. vigente para la época de los hechos -2013-, el cual disponía entre otros aspectos, lo siguiente “Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta punible sean indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena”, y como quiera que uno de los principales fines de la pena es prevenir la continuidad de la actividad delictiva, estimó que por la modalidad y gravedad del ilícito donde podría verse afectado un gran conglomerado a raíz de la forma de difusión empleada para cometer la conducta al margen de  la ley, no se cumplía tal requisito subjetivo.

Significa lo anterior que la funcionaria judicial aplicó la norma que se encontraba vigente para el momento de comisión de los hechos, esto es, en el año 2013, cuando lo que debió tener en consideración para tales efectos era la norma vigente para la fecha en que profirió la sentencia en contra de BJDM -2018-, con miras a establecer con fundamento en la misma si se hacía o no merecedor a tal beneficio. Lo dicho, en aplicación del principio de favorabilidad, más concretamente en su vertiente retroactiva.

Mírese que la Ley 1709/14 trajo como uno de sus fines el flexibilizar el acceso a los mecanismos sustitutivos y subrogados de la ejecución de la pena privativa de la libertad, a cuyo efecto optó por eliminar el estudio de las exigencias subjetivas a las que hacía alusión el numeral 2º del artículo 63 C.P. original, con miras a que ello no se constituyera en un obstáculo para alcanzar, entre otros beneficios, el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la condena, en aquellos eventos en los cuales ya se cumplían los restantes presupuestos normativos.

Como se aprecia, la reforma efectuada por la Ley 1709/14 al artículo 63 C.P. en su versión original, comporta en la actualidad una diferencia sustancial, que hace al actual nomenclado más benigno o beneficioso al excluir la valoración subjetiva por parte del funcionario, y, por ende, al acatarse las demás exigencias allí señaladas -carencia de antecedentes y que la conducta no se encuentra enlistada en el artículo 68A C.P.-, el subrogado opera en forma automática o de pleno derecho, ya que la norma prescribe que: “el juez de conocimiento CONCEDERÁ la medida con base solamente en el requisito objetivo señalado en el numeral 1º de este artículo”.

Siendo así como en efecto lo es, entonces la única conclusión posible es que se le imponía a la funcionaria judicial seleccionar la norma menos restrictiva en virtud del principio de favorabilidad.

Procederá la Sala en consecuencia a verificar si acorde con los requisitos del dispositivo 63 C.P., el señor BJDM se puede hacer acreedor a la suspensión de la ejecución condicional de la pena y al respecto tenemos: (i)  fue condenado por el delito de estafa a la pena de 21 meses de prisión -es decir, inferior a los 4 años-; (ii) no obra en la actuación información acerca de la existencia de antecedentes penales, e incluso la delegada fiscal como sujeto no recurrente ratificó la ausencia de estos; y (iii) el ilícito por el que fue sentenciado no se encuentra enlistado dentro de las prohibiciones contempladas en el artículo 68A C.P.

Lo anterior nos permite pregonar, en contravía de la postura asumida por la funcionaria de primer nivel y la fiscal en su condición de no recurrente, que el sentenciado cumple a cabalidad las exigencias contempladas en el artículo 63 C.P., razón por la cual debe hacerse acreedor a la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Resta eso sí, analizar una dificultad mayúscula en el presente asunto, y no es nada distinto a que nos encontramos en presencia de una persona declarada reo ausente, es decir, que no ha dado muestras de querer comparecer y por lo mismo de acatar las exigencias propias de un período de prueba. Siendo así, la Corporación tendría dos opciones: una de ellas, negar el subrogado solicitado con fundamento en esa circunstancia; y otra, concederlo por cumplir las exigencias de ley, pero condicionando su aplicación, como corresponde, a la comparecencia ante la autoridad que vigilará la ejecución de la sanción, a la suscripción de una diligencia de compromisoria, y, por supuesto, al pago de los perjuicios causados.

El Tribunal optará por esta última alternativa, es decir, la concesión del beneficio pero bajo la condición de que: (i) comparezca tan pronto sea citado; (ii) suscriba diligencia de compromiso al tenor de lo dispuesto en el artículo 65 C.P.; y (iii) pague integralmente los perjuicios a la víctima, a cuyo efecto se le concederá un plazo judicial de quince (15) días contados a partir de su comparecencia.
Quedará por tanto el juez ejecutor autorizado para revocar el presente subrogado en caso de que alguno o algunos de esos condicionamientos se incumplan en forma injustificada.

Como consecuencia de lo antes enunciado, se confirmará parcialmente la sentencia proferida por la a quo, pero se modificará el numeral segundo del fallo, y en su lugar se concederá al sentenciado el mencionado beneficio por un período de prueba de dos (2) años, previa suscripción de diligencia de caución prendaria equivalente a medio salario mínimo legal mensual vigente, de conformidad con lo señalado en el canon 65 C.P., con el compromiso de cancelar los perjuicios irrogados a las víctima en un plazo de quince (15) días contados a partir de aquél en que quede en firme la providencia por medio de la cual se defina el incidente de reparación integral, so pena de que se le revoque el referido subrogado por parte de la autoridad a quien corresponda la vigilancia de la condena.

Corolario de lo anterior, se dispondrá la cancelación de la orden de captura que fue librada en contra del sentenciado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo condenatorio objeto de recurso, pero SE MODIFICA el numeral segundo de la parte resolutiva en el sentido de concedérsele al sentenciado BJDM la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de prueba de dos (2) años, para lo cual deberá comparecer tan pronto sea citado, suscribir diligencia de caución prendaria equivalente a medio salario mínimo legal mensual vigente, conforme lo señalado en el canon 65 C.P., y con el compromiso expreso de cancelar los perjuicios ocasionados a la víctima en un plazo de quince (15) días contados a partir de aquél en que  quede en firme la providencia por medio de la cual se defina el incidente de reparación integral, so pena de que se le revoque el citado beneficio por parte de la autoridad encargada de la vigilancia de la condena. Se dispone en consecuencia la cancelación de la orden de captura que fue librada en su contra.

SEGUNDO: SE DISPONE en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no realizar audiencia de lectura de sentencia, y por ende esta decisión se le notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes, mismo medio por el que los interesados podrán interponer los correspondientes recursos de ley. 
TERCERO: Contra la presente sentencia procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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